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LAMBAYEQUE
NAZARIO JI]LIO BRIINO T]RBINA

c

Lima. 15 de octubre de 2018

Iiccurso de agravio constitucional interpuesto por don Nazario Julio Bruno Urbina
contra la resolución de fojas 110, dc 2 de noviembre de 2017, expedida por la Prime¡a
Sala Espccializada en lo Civil dc la Cote Superior de Justicia de Lambayeque, que
declaró rmprocedente su demanda de amparo.

FUNDAMENTOS

Ln la sentencia emitida en el Expediente 00987-201,l-PA/TC, publicada en eld¡ario
oticlal lrl Peruano el 29 de agosto de 2014, este Trjbunal cstableció, e¡ el
filndamento 49, con caráctcr dc p¡ocedcnteJ que se expedirá sentencia interlocutona
denegatoria, dictada sin más trámitc, cuando sc presente alguno de los siguientes
supuestos, que igualmente están contcnidos en el añículo l1 del lleglamento
Normativo del Tribu¡al Constitucronal:

a) Carezca de fuDdamentación la supuesta wlneración que se invoquc.
b) La cucstióD de Derecho contenida cn cl recurso ¡1o sea de especial

trasccndcncia constifu cional.
c) La cuestión de Dc¡ccho invocada contradiga un p¡cccdente del Tribunal

lilLrcional
haya dccidido dc maner'a desestimatoria en casos sustancialmente iguales

En cl prescntc caso, el recurrente solicita la nulidad de la resolución de 5 de
diciemb¡e dc 2016 (Casación 6023 2016 Lambayeque), expedida por la Sala de
Dcrecho Constituciorlal y Social Transitoria dc la Code Suprema dc Justicia de la
Itepública (fojas 3), que, por no reunir el requisito de p¡ocedencia contemplado cn
cl inciso 3 del arliculo 388 del Código Procesal Civil, dcclaró improcedente su
recurso de casación cont¡a la sentencia de vista de 8 de enero de 2015, quc declaró
inlundada su dcnanda contenciosa,administrativa interpuesta contra el Gobierno
l{egional de LanrbaycqL¡c y otro.

3- Sosticne ol rccuÍente que la resolució¡ judicial cuestionada no Expuso
fundamentación alguna respecto a la interpretación del artículo 29 del Decreto
Legislativo 276, y porque solo se aplicaba a los delitos dolosos que involucran una
sanción de pena privativa de libertad y no una pena privatjva de libertad
suspc¡dida.

SENTENCIA INTERLOCUTORIA DEL TRIBUNAI, CONSTITUCIONAI,

 SUNTO
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4. No obstante 1o alegado por el recurrenteJ esta Sala Segunda del Tribünal
Conslitucional aplccia quc 1o pretendido es cl rccxamen de 1o rcsuelto por los
jueces demandados, 1o que resulta manifiestamente improcedente, pues tal
cuestionamiento no incide de maDera directa en el contenido conslilucionalmente
protegido de los derechos a la tutela procesal efectiva, al debido proceso y al
trabajo invocados, pucs lo que puntualme¡te se cuestiona es la apreciación juridica
realizada por los jucccs que conocieron 1a resolució¡ cuestionada. Por lo tanto, no
corresponde emitir un pronunciamicnto de fondo, ya que el mero hecho de que el
recurrcnte disienta de ello no significa que no exista justiticación o que, a la luz de
los hechos del caso, sea aparente, incong¡uente, insuficiente o incurra en vicios de
motivación intema o extema.

5. En consccucncia, cl presente recurso de agravio ha incurrido en la causal de
rechazo prevista en el acápite b) del fundamento 49 dc la sentencia emitida en el
Expediente 00987-2014-PA/TC y en el inciso b) del artículo 11 dcl Rcglamento
Nomativo del Tribu¡al Constitucional. Por esta mzón, colrosponde decllrar, stn
más trámitc, irnp¡ocedente el recurso de agravio constifucional.

Por cstos fundamentos, el Tribunal CoDstitucioDal, con la aütoridad que le confiere la
Constitución Politica del Peru, y la paficipacióD dcl magistmdo Espinosa-Saldaña
Ba¡rcra, convocado para dirimir la discordia suscitada por el voto singular del
magictrado Ferrcro Cocta,
Ademas, se Jnclu¡e el fundamenlo de voto del magistrado Espiilosa-Saldaña Bar.rera.

RESUIiLVE

Declamr IMI'IIOCEDEN I'E el recurso dc agmvio constitucional, porquc la cuestión
dc Dcrccho contcnida en el recurso carece de especial trascendencia constitucional.

Publíquese y notifiquese

SS,

]\fIRANDA CANALES
SARD(iN DE TAROADA
!]SPINOSA-SALDAÑA BARRERA q
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FUNDAMENTO DE VOTO DEL MAGISTRA.DO ESPINOSA-SALDAÑA
BARRXRA

Coincido con el sentido de 1o resuelto por mis colegas, en tanto y en cuanto no

encuentro que exista una afectación con incidencia negativa, directa, concreta y sil1
justificació¡ mzonable en los dercchos invocados. Sin embargo, considero necesario
señalar lo sigriente:

l. Nuestra responsabilidad como iueces constitucionales del Tribunal Constitucional
peruano incluye pronunciarse con resoluciones comprensibles, y a la vez, rigurosas
técnicamente. Si no se toma en cuenta ello, el Tribunal Constitucional falta a su

responsabilidad institucional de co[cretización de la Constitución, pues debe
hacerse enteDder a cabalidad en la compresión del ordenamiento jurídico conforme a

los p ncipios, valores y demás preceptos de esta misma Constitución.

2. En ese sentido, conviene poner en conocimiento del recuÍente que en el
ordenamiento jurídico peruano la tutela procesal efectiva incluye al dcbido proceso
en sus diferentes manifcstaciones.

3. Finalmente, aqui ha quedado plenamente acreditado que el recurso de rgravio
constitucional no encuentra ¡espaldo en cl contenido constitucionalmcnte protegido
de los derechos invocados por Ia parte demandante. Siendo asi, se verifica que se ha
incurddo en la causal de rechazo prevista en el acápite b) del fu¡damento 49 de la
sentcocia emitida cn el Expediente 00987-2014-PA7TC y en el inciso b) del articulo
1 I del Reglamento Normativo dcl T¡ibunal Constitucional.

4. Ahora bien, encuentro que la redacción del proyecto no es 10 süficientemente clara
para cxplica¡ las razones por las cuales aquí la cuestión de Derecho planteada carece
de especial fascendencia constitucional, confo¡me las pautas establecidas por estc
Tribunal.

5. En efecto. tal como ha desarollado este Tribunal Co¡lstitucioml en reiterada
jurisprudencia, al momento de emiti¡ u¡a sentencia interlocutoria, luego de hacer
mención a las causales de improcedencia liminar recogidas en el fuDdamento,l9 dc
"Vásquez Romero", colTesponde referiise en forma clara, ordenada y detallada a la
causal especifica en la cual habría incurrido el recurso plaoteado, así como cumplir
con explicar cuáles son los alca¡ces de la causal utilizada.
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6. De este modo, la exposición de las razones por las cualcs el recurso incu¡¡e en una

causal deteminada no solo adquiere mayor claridad, sino también se Ie otorga un

adecuado orden lógico a los ¿rgumentos que fundamentan lo resuelto en el caso.

Dichas cualidades son las que se espera qüe tenga una decisión tomada por este

Tribunal, en tanto se trata dc un órgano jurisdiccional encargado de una labor tan

relevantc como io es la tutela de derechos fuDdamentales.
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3. En ese sentido, la Ley 23385, Ley Orgánica del Tribunal d(r carantías
Constilucionales, vigente en ese mome¡rto! estableció, e¡ sus a¡liculos 42 al 46, que
dicho órgano, al encon¿rar una ¡esolución denegatoria que ha violado la ley o la ha
aplicado en l'orma errada o ha incurrido en graves vicios procesales en la
tramitación y resolución de la demanda, procederá a casar la sentencia y, luego de
señalar la deficiencia, devolverá los actuados a la Corte Suprcma de Justicia de la
República (reenvio) para que emita nuevo fallo siguiendo sus lineamienlos.
procedimiento que, a lodas luces, dilataba en exceso los procesos constitucionales
mencionados.

4. El modelo de tutela ante amenazas y \,1¡lneración de de¡cchos fue se¡iamente
modillcado en la Constitución de 1993. En primer lugar, se amplían los
mecanismos de tutela de dos a cuatro, a saber, habeus corpus, antparo, habeas data
y acción de cumplimiento. En segundo lugar, se crea al l'ribunal Constilr¡cional
cotno órga¡o de control de Ia co¡lstitucionalidad. aun cuando la Constitución lo
calif,ca erróneamente como "órgano de control de la Constitüción,,. No obstante. en

VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA

Con la potestad que me otorga la Constilución, y con el mayor respeto por la ponencia
de mi colega magistrado, emito el presente voto singular, para expresar respetuosalnente
que disiento del precedente vinculante establecido en la Sentencia 00987-2014-plJ'l'C.
SEN'IENCIA INTERLOCUTORIA DENEGATORIA, por los fundamenros que a
continuación expongo:

EL TRIBUNAL CoNsrITUcroNAL coMo coRTE DE REvrstóN o FALLo y No Df,
CASACIóN

2. La Ley Fu¡damental de 1979 estableció que el Tribunal de Carantías
Constitucionalcs era un órgano de control de la Constitución, que tenia.jurisdicción
en todo el territorio nacional para conocer, en ríd de casaciófi, de los habeas corpus
y amparos deüegádos por el Poder Judicial, lo que implicó que dicho Tribunal no
constituía uDa instancia habilitada para falla¡ en forma defi¡itiva sobre la causa. Es
dccir, no se pronunciaba sobre los hechos invocados como amenaza o lesión a los
dcrcchos recunocidos en lr Conslitucion.

l{,{,1

1. La Constitución de 1979 creó el Tribunal de Garantias Conslitucionalcs como
instalcia de casación y la Constitución de 1993 convirlió al T¡ibunal Constitucional
en instancia de fállo. I-a Conslitución del 79, por primera vez en nuestra historia
constitucional, dispuso la creación de un órgano ad lroc, indepe¡ldiente del poder
Judicial, con la tarea de garantizar la supremacía constitucional y la vigencia plena
de los derechos lirndamentales.
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8. La administración de justicia constitucional de ia libe¡tad que b nda el T bunal
Constitucional, desde su creación, es respetuosa, como corresponde, del derecho de

materia de procesos constitucioüales de la libertad, la Constitr.rción establece que el
'l ribunal Constitucional es instancia de revisió¡ o fallo.

5. Cabe señalar que la Constitución Política del Pe¡ú, en su afículo 202. inciso 2.
prescribe que corrcsponde al Tribunal Constitucional "conocet, en úbima y
dertnitíva instaficia, los resol c¡ones denegatorías diclddas e los procesos de
habeas corpus, amparo, habeas data y acción de cumplím¡ento,,. Esta disposición
constitucional, desde una posición de ñanca tutela de los de¡echos fundamentales,
exige que el Tribunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quien se
cstima amenazado o agraviado en un derecho fundamental. Una lectura dive¡sa
contravendría mandatos esenciales de la Constitución, como son el principio de
del'ensa de la persona humana y el respeto de su dignidad como fin supremo de la
sociedad y del Estado (articulo 1), y ',la obserldncía del debido proceso y tutela
jurixliccional. Ninguna persona puede ser de¡viada de la jurísdicción
predeterminada por ld ley, ni somelida a procedimíento t]isfinto de los pre|iamente
establecidos, ní juzgacla por órganc's jurisdicciondler de excepción ni pot
comisiones especiales cleaalds al e.fecto ctnlquiera sea su dekominacíón',,
consagrada en el a1tícr¡lo 139, inciso 3.

EXP. N." 04865 -201 7-PA/TC
LAMBAYEQUE
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6. Como se adviefie, a difcrencia de lo que acontece en otros países, en los cuales el
acccso a la última insla¡cia constitucional tie[e ]ugar por la via del certiorari
(Suprema Cofte de los Estados Unidos), en el pe¡ú el poder Constiluyente optó por
un órgano supremo de interpretación de la Constitución capaz de ingresar al fondo
en los llamados procesos de la libeÍad cuando el agraviado no haya obtenido una
protección de su derecho e¡ sede del Poder Judicial. En otras palabras, si lo que
está en discusión es la supuesta amenaza o lesión de uI1 derecho l'undamental. se
debe abrir la vía correspondiente para que el Tributal Constitucional pueda
pronunciarse. Pero la aperlura de esta via solo se produce si se pemite al
peticionantc colaborar co¡ los jueces constilucionales mediante uI1 pormenorizado
análisi: de lo quc se pretendc. de lo que sc invuca.

Lo constitucional es escuchar a la pafe como concretización de su derccho
i¡renunciable a la defensa; además, un T bunal Constitücional constituye el más
efectivo medio de defensa de los derechos fundamentales frente a los poderes
públicos y privados, lo cual evide¡cia el triunfo dc la justicia fte¡ie a la
arbit¡ariedad

7
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EL Df,Rocrro A sER oÍDo coNto t\raNrFEsl.ACróN DE LA DEMOCRATTZACIóN DE r,os
PROCESoS CoNSTrTtrcloNALEs DE LA LTBER.T.AD
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defensa inherente a toda pcrsona, cuya manifestación primaria es el derecho a ser
oído con todas las debidas garantias al interior de cualquier p¡oceso en cl cual se
dclcrmrnen sus der(cho!. inrcrcces y obliga!iones.

9. Precisamente, mi alejamiento respecto a la emisión dc una resolución constitucional
sin realizarce audiencia de vista está rclacionado con la defensa, la cual, sólo cs
efectiva cuando el justiciable y sus abogados pueden exponer, de manera escrita y
oral, los argumentos pertinentes, concretándose el principio de inmediación que
dcbe regir en todo proceso constituoional.

10. Sobre la intervención de las pa¡tes, coresponde scñalar que, en tanto que la
potestad de administrar justicia constituyc una manifestación del poder que el
Estado ostenta sobre las personas, su ejercicio resulta constitucional cuando sc
brinda con estricto aespeto de los de¡echos inherentes a todo ser humano, lo quc
incluye el derecho a ser oído con las debidas garantias.

I l. Cabe añadir que la panicipación directa de las paÍes, en defensa de sus intereses,
que se concede en la audiencia de vista, también constituye un elemento que
democratiza el proceso. De Io contrario, se decidiría sobre la esfe¡a de interés de
una persona sin permitir)e alegar lo correspondiente a su favor, lo que resulla a
cxcluyente y antidemocrático. Además, el 'l'ribunal Constitucional tiene el debe¡
ineludible de optimizar, en cada caso concreto, las razones, los motivos y los
argumentos que justiñcan sus dccisiones, porque el Tribunal Constitucional se
legitima no por ser un t bunal de justicia, sino por la justicia de sus razoltcs, por
expresar de modo suficiente las razones de derecho y de hecho ¡elevantes en cada
caso que resuelve.

12. En ese sentido, la Coñe Interamericana de Derechos Humanos ha establecido que el
derecho de defensa "obliga al Estttdo a tratdr dl individuo en todo motuento como
un yerdadero sujeto clel proceso, en el mós onplio sentido (le este concepto, y no
simplemefite como objeto del mismo"' . y que "pat.r que exisla J¿bido proceso legal
es precíso que un justíciable pueda hacer valer sus derechos y defender sus
¡ntvr¿sLs en^ forma elecrivu ) en condiciones de igualdad procesal con otros
iu¡ti, i¿hlcr"'

I Corte [DH. Caso Baneto Leiva vs. Verezuela, sentencia del 17 de noviembre de 2009.
párrafo 29.
2 Corte IDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y lbbago,
sentencia del 21 dejunio de 2002, párafo 146.

rrY\
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15. De conlon¡idad con los artículos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional, el
Tribunal Constitucional no "concede" el recurso_ Esta es una competencia de la
Sala Superior del Poder ludicial. Al Tribunal lo que le corresponde es conocer del
RAC y pronunciarse sob¡e el fondo. Po¡ ende, no le ha sido dada la competoncia de
rechazar dicho recurso, sino por el contrario de "conocer,, lo que la parte alega
como un agravio quc le causa indcfensió[.

NATURALEZA PRoCESAL DEL RECURSo DE AcRAvIo CoNSTITUCIoNAL

14. Cuando se aplica a un proceso constitücional dc la libertad la denominada
"sentencia iltetlocutoria", el recurso de agravio constitucional (R 4.C) pierde su
verdadera esencia ju¡ídica, ya quc el Tribunal Constitucional no tiene compete[cia
para "revisar" nimt¡cho mc¡os "recalificar" elrecürso de agravio constitucional.

16. Por ot¡o lado, la "scntencia interlocuto a,, establece como supuestos para su
aplicación formulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de los casos,
requiere ser aclarado, justificado y concretado en supuestos especificos, a saber,
identil'icar e¡ qué casos se apiicaría. No hacerlo, no deñnirlo, ni justiñcarlo,
convierte el empleo d(] la precitada sentencia en arbitra¡io, toda vez quc se podría
ai¿ctar, e¡tre ot¡os, el de¡echo fundamental de defensa, en su manifestación de ser
oido con las debidas garantías, pues cllo daria lugar a decisiones subjetivas y
carcntes de predictibilidad, afectando notablemente a los justiciables, quicnes
tendrían que adivinar qué resolvcrá el Tribunal Conslitucional antes de p¡esentar su
respectiva demanda.

17. Por lo dcmás, mr.rtatis mutandis, el precedente vinculante contenido en la Sentencia
00987-2014-PA/TC repite lo señalado por el'l.ribünal Constitucional en orros
fallos, como en el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramirez (sentencia 02g77-
2005-PHC/TC). Del mismo modo, constituye una reañ¡mación de la naturaleza
procesal de los procesos constitucionales de la libertad (supletoriedad, vía previa,
vias paralelas, litispendencia, invocación del derecho constitucional líquido y
cierto, ctc.).

18. Sin embargo, el hecho dc que los procesos constitucionales de la libertad sean de
una natualeza procesal distinta a Ia de los procesos ordinarios no cotstituye un
motivo para que se pueda desvirtuar la esencia principal del recurso de agravio
constitucional.

r,,{\

13. El modelo de "instancia de fállo" plasmado en la Conslitución no puede ser
desviftuado por el Tribunal Constitucional si no es con grave violación de sus
disposiciones. Dicho'fribunal es su intérprete sup¡emo, pero no su reformador, toda
vcz que como órgano constituido también está sometido a la Constitución.
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19. Por tanto, si se tiene e¡r cuenta que la justicia en sede coDstitucional representa la
última posibilidad para p¡otcger y reparar los derechos fundamentales de los
agraviados, voto a favor de que en el presentc caso se convoque a audiencia para la
vista, lo que garantiza que cl Tribunal Constitucional, en tanto instancia última y
delinitiva. sea la adecuada para poder escuchar a las personas afectadas en sus
derechos csenciales cuando no encuentaan justicia en el Poder Judicial;
especialmente si se ticne en cuenta que, agotada la vía constitucional, al justiciable
solo lc queda el camino de la ju¡isdicció[ internacional de protección de derechos
humanos,

20. Como añrmó Raúl Ferrero Rebagliati, "la defensa del derecho de uno es, al mismo
tiempo, una del¡nsa total de la Constitución, pues si toda garantia constitucional
entraña el acceso a la prestación jurisdiccional, cada cual al dcfender su derecho
está defendie¡do el de los demás y el de la comunidad que resulta oprimida o
enviiecida sin la protecció¡ judicial auténtica".
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